Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el agrado de recibir en la tarde de hoy a los representantes de la 
Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito. 


Les solicitamos que antes de hacer uso de la palabra se identifiquen a los efectos de la toma de la versión taquigráfica; claro está, 
no decimos esto en función del doctor Gonzalo Aguirre, quien es harto conocido para esta Casa. 


SEÑOR AGUIRRE.- Respondiendo a la exhortación del señor Presidente y para facilitar el trabajo de las señoras secretarias y los 
taquígrafos, deseo expresar que me acompañan el señor Presidente de la Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito, contador 
Horacio Hughes y el tesorero, contador Augusto Paullier. Por mi parte, estoy presente en este ámbito en calidad de asesor letrado 
de esta entidad. 


El motivo de nuestra visita, como saben los miembros de la Comisión, es expresar la opinión de esta entidad en torno a la 
proyectada legislación en materia de usura, tanto la usura desde el punto de vista penal como civil. 


El tema no es nuevo en el país, ni en el Parlamento, porque sabido es que en la Legislatura anterior hubo una cantidad de 
proyectos de ley sobre esta materia. El Senado llegó a aprobar uno de ellos que, si no recuerdo mal, respondía a una iniciativa del 
entonces señor Senador Brezzo. Luego, ese proyecto de ley no fue aprobado por la Cámara de Representantes y, en parte, esos 
mismos proyectos se han vuelto a manejar con posteriordad. 


La Cámara, por boca de su Presidente, se va a expresar fundamentalmente sobre este texto, que tengo entendido que responde, 
en principio a una iniciativa del señor Senador Rubio, con algún ajuste que habría realizado el señor Presidente de la Comisión. 


Luego de estas aclaraciones previas, si no hay inconvenientes, solicito a la Mesa que le dé la palabra al contador Hughes. 


SEÑOR HUGHES.- Deseamos agradecer a los señores Senadores por habernos recibido en la tarde de hoy. A su vez, pretendo ser 
breve en mi exposición y focalizarla en los aspectos de mayor interés. 


En primer lugar, me voy a referir a los temas relativos a la enorme importancia de la actividad de las tarjetas de crédito y, en 
segundo término, voy a formular algunos comentarios en relación al proyecto de ley de usura que nos hicieran llegar recientemente. 


En general, las tarjetas de crédito han sido calificadas como "las malas de la película". Por mi parte, quisiera dar argumentos 
sólidos para que los miembros de la Comisión evalúen los factores positivos de un sector muy relevante para la actividad 
económica y para la gestión del Estado. Las tarjetas de crédito son un gran dinamizador del comercio, pues facilitan las relaciones 
entre los comercios y los compradores. Imagínense los señores Senadores cómo sería hoy el comercio sin las mencionadas 
tarjetas: parecería impensable. Además, son formalizadoras de transacciones comerciales. Eso quiere decir que cuando en el 
comercio, la transacción pasa por la tarjeta, la factura la asegura, ya que a partir de la intervención de las tarjetas hay seguridad, 
reitero, en las facturas. Eso repercute en una menor evasión, un menor informalismo y una mayor recaudación para el Estado. 


Por otro lado, las tarjetas le dan la posibilidad de acceso de crédito masivo a los segmentos de población con ingresos medio y 
medio bajo, haciendo posible los consumos de estas franjas de la población que no acceden a otro tipo de transacción. 


También, debemos señalar que estas empresas son fuertes contribuyentes fiscales. Al respecto, no tengo información total de la 
Cámara, pero la empresa que represento, OCA, aporta U$S 15:000.000 por año de impuestos, en conceptos de IVA, Impuesto a la 
Renta, IMABA, Banco de Previsión Social e Impuesto al Patrimonio. O sea que se trata de empresas fuertes recaudadoras de 
impuestos, todo lo que hoy en día pesa frente a la situación general de la economía. 


Las empresas de tarjetas son un fuerte empleador. Hoy hay más de 1.500 puestos de trabajo en el sector en forma directa, más las 
personas que se desempeñan en los Bancos. Con los niveles actuales de desocupación, sin duda que ese es un factor de mucho 
peso. 


En resumen, ellas son el factor dinamizador del comercio, representan la posibilidad de acceso al crédito a otra franja de población, 
se constituyen en contribuyentes fiscales y grandes empleadoras. 


Asimismo, quiero mencionar que el producto tarjetas tiene muchísima demanda: hay más de un millón y medio de tarjetas emitidas. 
Los usuarios las catalogan como muy útiles y seguras. O sea, aunque seamos los malos de la película, en la realidad los usuarios 
la consideran muy positivamente. El 80% de los tarjetahabientes las utilizan para compra, gozan de 25 a 30 días de crédito sin 
costo y se benefician con las distintas promociones y planes de pagos sin interés. 


Con respecto a las deudas , en general ellas no son grandes con las tarjetas, pues son entre U$S 200 y U$S 300 nominadas en 
pesos. Habitualmente se piensa que la gente está endeudada en cientos de millones de dólares con las tarjetas. A propósito, cabe 
recordar que en determinado momento un periodista hizo una mención comparando esa situación con el monto de la deuda 
externa, llegando a decir que llegaba a U$S 5.000:000.000. No tengo los datos de otras, pero como representante de la empresa 
líder, diré que la deuda es menor a U$S 100:000.000. Además, cuando esa cifra se divide en medio millón de tarjetahabientes, se 
ve que las deudas son claramente pequeñas. Antes de pasar a analizar el proyecto de ley de usura, deseo hacer referencia a un 
tema que fue planteado por uno de los integrantes de la Comisión con motivo de la visita del señor Ministro Bensión. Se dijo que 


anualmente los uruguayos terminan pagando de U$S 400:000.000 a U$S 500:000.000 más por el descuento que 


realizan las tarjetas a los comercios. Queremos aclarar que la cifra aproximada de aranceles es la décima parte de la cantidad 
mencionada, o sea, U$S 45:000.000 y el promedio de descuento a los comercios es de 4.5%. 


Con respecto al proyecto de ley, no compartimos la idea de regular el mercado. Digo esto, ya que creemos que ello significa poner 
restricciones a los sectores más necesitados, que a la larga terminan en el mercado informal y con lo que ello implica. En 
momentos en que han impuesto regulaciones del Banco Central del Uruguay, algunas empresas hacían créditos de hasta $ 50, por 
los que se hacía un vale y se cobraba un costo administrativo por esa operación. Cuando eso se incorpora a la tasa, es imposible 
que se incluya un cargo fijo. En consecuencia, se subieron los topes y algunas de esas empresas prestan a partir de $ 300, con lo 
cual ese segmento de mercado tiende a ir al sector informal, con lo que ello implica por esa regulación. 


Queremos puntualizar que el proyecto de ley unifica la tasa de la actividad bancaria y de las empresas administradoras de crédito, 
ambas con riesgos y montos claramente diferenciados. No es lo mismo otorgar un crédito de $ 3.000 a sola firma que uno de U$S 
10.000 con garantía y estados patrimoniales avalados por profesioales. 


Ahora bien; en cuanto a la tasa planteada en el proyecto que mencionaba el doctor Aguirre, consideramos que es aceptable, con 
una tasa del 75% adicional. Sin embargo, no creemos que sea razonable que se regule la tasa de mora, porque ella se aplica como 
una sanción al deudor en caso de incumplimiento y puede afectar significativamente la morosidad. El sector público -como sabrán 
los señores Senadores- y los Entes cobran multas de consideración: la Dirección General Impositiva y el Banco de Previsión Social, 
el 20%; la Intendencia Municipal de Montevideo, el 1,5% diario hasta 15%; y, los Entes, cobran multas y realizan cortes del servicio. 
No parece razonable que las empresas que otorgan crédito se vean limitadas en la aplicación de sanciones, ya que por ejemplo no 
pueden realizar el corte del servicio que algunos Entes sí pueden hacer. Por lo tanto, por un tema de equidad, pensamos que no se 
debería aplicar este tema. 


Coincidimos con la posición del señor Ministro de Economía y Finanzas, que en el seno de esta Comisión expresaba literalmente: 
"En principio, para mí, el concepto de usura se refiere a la tasa normal y no a la tasa de mora." 


Estamos abiertos a las preguntas que deseen formular los señores Senadores y desde ya agradecemos la atención que nos han 
dispensado. 


SEÑOR AGUIRRE.- Quiero agregar alguna consideración. 


En primer lugar, y para no ser reiterativo con lo que ha expresado el contador Hughes, digo a los integrantes de la Comisión que en 
el Distribuido de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado correspondiente a marzo de 1988, referido a las Carpetas 
Nos. 417/96 y 993/98, Distribuido N* 1885 de ese año, consta una versión taquigráfica en donde nosotros, acompañando a las 
autoridades entonces distintas de la Cámara, hicimos una exposición relativamente extensa en la que pusimos de manifiesto todos 
los beneficios que apareja la actividad comercial general, el quehacer en el mercado, de las tarjetas de crédito que, como todos 
sabemos, no es una innovación uruguaya, sino que en nuestro país se ha desarrollado a imagen y semejanza de lo que ya existía 
en la mayoría de los países desde mucho tiempo atrás. Por eso no voy a reiterar conceptos y si bien algunos no han sido 
manejados por el contador Hughes, supongo que los señores Senadores los tienen a su disposición en este repartido. 


Con relación al proyecto en sí, en mi caso por haber trabajado y analizado los proyectos anteriores, considero que éste, desde el 
punto de vista técnico jurídico, está mejor elaborado; es más concreto; va directamente a los temas que, si hay que regular el 
instituto de la usura, son los que hay que tener en cuenta; distingue adecuadamente la usura civil de la penal; no incurre en el error 
que tenía el concepto anterior de posibilitar la tipificación de la figura de usura en casos en que no había responsabilidad subjetiva, 
sino que podían darse hipótesis de responsabilidad objetiva, lo cual era singularmente grave y lo habíamos demostrado a través de 
una consulta al doctor Gonzalo Fernández; tiene el defecto, aunque moderado, de equiparar las tasas o la usura de estas 
empresas con la que pueden incurrir las instituciones bancarias, pero dejando de lado los préstamos otorgados a la actividad 
industrial y agropecuaria que son, evidentemente, de riesgo distintos a los que se otorgan al consumo porque, como bien dice el 
proyecto, se toman las tasas medias del trimestre anterior del mercado de operaciones corriente de préstamos bancarios otorgados 
a las familias. Desde ese punto de vista el proyecto, en cierto sentido, retrocede sobre el presentado por el entonces Senador 
Brezzo, pero también mejora lo que proyectaba la fórmula que había presentado el señor Senador Pereyra y otros proyectos que 
había en la Cámara de Representantes. 


Como ha dicho el señor Presidente de la Cámara, contador Hughes la tasa no es la prevista imposibilitadora de la actividad de 
estas empresas. Por lo tanto, no se la cuestiona, pero sí insisto en el tema del porcentaje que se admite para los intereses 
moratorios, que es solamente de un 25%. 


Dado el monto pequeño de estos créditos, no escapará al criterio de los señores Senadores que estas empresas, en ningún caso, 
van a acudir a la ejecución judicial, por el costo que tiene promover cualquier litigio y pagar honorarios y los gastos consiguientes 
para ejecutar, de pronto, una persona que debe $ 2.000, $3.000, $5.000 o $ 10.000. Por consiguiente, el riesgo que se corre 
otorgando los préstamos a una gran franja de clientes que no puede de ninguna manera acceder al crédito bancario, es grande y la 
manera de desalentar el incumplimiento es que el castigo de la mora sea de cierta entidad, porque si no da prácticamente lo mismo 
ser moroso que no serlo a la persona que tiene dificultades en el pago. 


Otra cosa, aunque ya fue dicha, en la que quiero insistir es que existe -y esto se va un poco del proyecto- una cierta idea o imagen 
de que los intereses que cobran estas empresas administradoras de crédito público, tarjetas de crédito, son altos en todos los 
casos. Es decir que basta con tener una tarjeta de crédito para que la persona se tenga que ver enfrentada al pago de estos 
intereses. No es así porque, como ha dicho el contador Hughes -y es fácilmente comprensible mirando cualquier factura de las que 
obligatoriamente emiten estas empresas que, desde hace cuatro años, están sometidas a un control severo del Banco Central del 
Uruguay y también a un control separado del Ministerio de Economía y Finanzas del área de defensa del consumidor- se advierte 
que la hipótesis en que se pagan intereses tiene que ser asumida voluntariamente por el titular de la tarjeta si no paga sus 
consumos mensuales en un término que va de 25 a 30 ó 40 días, como ya se ha explicado y como todos sabemos. De ello resulta 
que el 80% de las tarjetas habientes, promedialmente, jamás pagan intereses sino que, simplemente, cuando se vence el día en 
que se extingue el plazo para pagar, la persona concurre a la dependencia administrativa de estas entidades o a un Banco para 
cancelar su obligación. Si quiere financiar, es decir, utilizar un plan de pago por el cual abona una cantidad mínima o una intermedia 


y el resto se le financia, ahí sí, se le aplican estos intereses. Pero es una opción que adopta voluntariamente el cliente y, además, 
que sólo la utiliza una pequeña minoría en términos porcentuales de los cientos de miles de clientes que tienen estas empresas. 


Repito que esto no hace al mérito o demérito del proyecto, pero creo que debe ser señalado. 
Es cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como recordarán nuestros invitados, este tema tiene ya tres Legislaturas. En consecuencia, la Comisión 
está plenamente enterada de todos los argumentos a favor y en contra. Ha surgido un proyecto que tiene características distintas: 
nada menos que dejar de lado el aspecto penal, salvo para una situación muy peculiar de simulación. 


SEÑOR RUBIO.- Como ustedes se habrán dado cuenta -ello se refleja en la versión taquigráfica y también en el texto- este 
proyecto procuraba encontrar un punto de equilibrio entre posturas muy extremas. 


Si no entendí mal, el tema central aquí, de diferencia en este caso, sería la tasa de mora, ¿no es así? 


SEÑOR AGUIRRE.- Es el tema que más preocupa a la Cámara. Como es obvio ésta no es partidaria de legislación en todo lo 
demás, pero lo tiene que aceptar. Lo que más le preocupa de este proyecto es eso; lo demás, en mayor o menor medida es 
tolerable. 


SEÑOR HUGHES.- Como decía anteriormente, los Entes del Estado tienen la posibilidad o potestad del corte de los servicios -es 
muy fuerte que a alguien le corten la luz o el agua- y, además, de aplicar multas y recargos. Entonces, que se nos ponga una 
disposición que nos haga imposible sancionar a determinados deudores, resulta una posición muy incómoda para las empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto no impide aplicar un 25% de tasa de mora, que es más alto que los que aplican en sus tarifas 
los servicios del Estado. 


Pregunto si cuando una persona cae en mora, se le sigue dando crédito o se le comunica al Clearing de Informes para que no se le 
otorguen más créditos. 


SEÑOR HUGHES.- Primero, se los comienza a llamar telefónicamente. Las empresas que tenemos niveles de deuda tan pequeños 
que no podemos recurrir a la vía judicial, tratamos de convencerlos para que, de alguna manera, vayan pagando. Son nuestros 
clientes y sabemos que, desde el punto de vista práctico, no podemos resarcirnos de esa deuda. Las empresas utilizan distintos 
métodos, ya sea llamadas telefónicas o envíos de correspondencia. Después de determinado plazo, cuando el individuo no 
manifiesta voluntad de pagar ni se presenta a los mostradores, se lo envía al Clearing de Informes aunque, con este sistema, 
tampoco nos resarcimos de la deuda. 


SEÑOR PAULLIER.- Si me permiten, me gustaría resumir la idea manejada por el contador Hughes. 


En primer lugar, las multas que cobran los Entes no son menores que las de las tarjetas de crédito - aunque esto poco interesa en 
relación con este tema- si anualizamos esas tasas. 


En segundo término, importa aclarar el concepto. Lo que se está queriendo es regular la tasa de mora. El contador Hughes 
planteaba que si regulamos dicha tasa, debería manejarse un concepto de equidad y aplicar esto en todo el mercado, es decir, a 
los entes, a las tarjetas, a las casas que financian las compras. 


Conceptualmente, nos gustaría indicar que, a nuestro juicio, esto perjudicaría mayormente a la gente más necesitada. Establecer 
topes de tasa de mora implicaría que las empresas analicen de otra manera los riesgos que corren con personas con mayores 
necesidades. Este tema nos preocupa mucho. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera saber cómo ha sido en los últimos años el comportamiento en materia de morosidad. 
SEÑOR HUGHES.- Actualmente, la morosidad está aumentando de manera razonable, dadas las condiciones generales del país. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Existe algún parámetro que permite medir el impacto? Las cifras que se manejaron en la prensa eran un 
verdadero disparate. Según entendí, se cargaba al comercio en un 4,5%. ¿Es así? 


SEÑOR HUGHES.- El arancel promedio es de 4,5%; esto es lo que cobran las tarjetas, aproximadamente, por cada transacción. 
En algunos casos, se cobra menos de la mitad de dicho porcentaje y, en otros -por ejemplo, comercios que tienen muy baja 
facturación con las tarjetas- hasta el 8% ó 10%. 


SEÑOR RUBIO.- Entonces, si ese es el resultado, estaríamos hablando de U$S 45:000.000. Quiere decir que el mercado de 
transacciones sobre el que se opera es de unos U$S 1.000:000.000 anuales. 


SEÑOR HUGHES.- El mercado doméstico es de U$S 1.000:000.000. 


SEÑOR RUBIO.- Concretamente, quisiera saber si existe alguna idea en cuanto a la magnitud de la morosidad. Teníamos 
entendido que era bastante baja, hasta que comenzó esta situación de recesión tan profunda, en la cual se dispararon los 
parámetros. 


SEÑOR HUGHES.- Para nosotros, el negocio significa un peso muy importante. No quisiera hablar de cifras porque, por ejemplo, 
dentro de las tarjetas están las bancarias, aparte de existir otras modalidades muy distintas. Además, la morosidad se mide de 
distinta manera según la institución. En algún momento, nuestra empresa tuvo un nivel de morosidad por encima del de los 
sueldos; tenemos más de 600 funcionarios. De manera que los créditos al consumo tienen una magnitud muy importante. En este 
negocio hay que vender y cobrar. 


SEÑOR PAULLIER.- Se ha preguntado acerca del arancel promedio en comparación con la mora. Los tarjeta habientes que entran 
en mora, son los que tienen más necesidades básicas y operan en supermercados con aranceles muy por debajo de la media. El 


arancel de los supermercados se ubica entre el 1% y el 2,5%. 


Por otra parte, con respecto a la tasa de mora, no debemos olvidar los gastos de gestión de cobranza que, en comparación con los 
importes menores de mora, son muy grandes y, por eso, desequilibran esa relación que surge del análisis arancel versus mora. El 
costo por cada peso gestionado es muy alto. 


SEÑOR HUGHES.- De acuerdo a nuestros cálculos, manejando la tasa de mora prevista, muchos de los Entes y empresas 
públicas están muy por encima de estos niveles. Esa tasa se ubicaría, aproximadamente, en más del 100%. Es una tasa mensual 
de un 7%, mientras que, la Intendencia Municipal de Montevideo aplica 1,5% diariamente, hasta un tope de 15% por diez días. 


SEÑOR PAULLIER.- Si una persona se atrasa un día con la Intendencia, y la tasa que ésta aplica es de 1,5%, en 365 días da más 
de 500%. Son tasas que se ubican muy por encima de las que estamos manejando nosotros. 


SEÑOR NUÑEZ.- En realidad, la Intendencia Municipal no tiene productos bonificables, por lo que se trataría de una multa. De 
todas maneras, los productos bonificables son una especie de multa. Esto quiere decir que si el usuario se pasa un día en el pago, 
se le cobra un monto superior. 


SEÑOR PAULLIER.- La expresión "productos bonificables" es difícil de conceptualizar y me gustaría dar un ejemplo sencillo para 
definirla. 


Veamos el caso de una persona que realiza una compra por $ 100 y a los treinta días se le vence el plazo para hacer efectivo el 
pago. Durante ese lapso le estamos dando una financiación sin costo si paga al contado, pero si no lo hace, le cobramos el costo 
de dicha financiación; este sería el concepto de productos bonificables: interés que se origina desde el día de la compra hasta el 
día de vencimiento que, en definitiva, se bonifica al buen pagador si paga al contado al momento de la fecha de vencimiento. A 
nuestro entender, no se trata de una multa. 


SEÑOR NUÑEZ.- Pero si se pasa un día en el pago, le cobran los productos bonificables. 


SEÑOR AGUIRRE.- Simplemente quería reiterar a la Comisión nuestro agradecimiento por habernos recibido para hablar de un 
tema largamente trillado y por la deferencia y atención con que se nos ha escuchado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión también quiere reiterar el agradecimiento por haber comparecido y por la información 
brindada. La Presidencia adelanta desde ya que el tema queda en el primer punto indispensable del orden del día; esto significa 
que no se va a considerar otro punto hasta que no se trate este tema. Seguramente, el día martes contaremos con la versión 
taquigráfica de la exposición realizada en el día de hoy, que será repartida entre todos los integrantes de la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara Uruguaya de Tarjetas de Crédito) 
Continuamos con la consideración del orden del día. 


SEÑOR RUBIO.- No estuve presente en la última reunión de la Comisión y quisiera saber si se realizó algún intercambio de 
opiniones sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En aquella oportunidad, la Presidencia preguntó si alguien tenía que decir algo sobre dicha iniciativa; 
como todos los integrantes contestaron que no, se dio por finalizada la reunión de inmediato. 


SEÑOR RUBIO.- La opinión del doctor Gonzalo Aguirre me pareció muy importante; en realidad, este proyecto de ley ha 
conseguido sortear un conjunto de escollos que tenían arquitecturas muy complejas. Efectivamente, el tema está situado en el 
problema de la mora. Quizás en la próxima sesión de esta Comisión podamos hacer un esfuerzo para ver si mantenemos el texto 
tal cual o si le realizamos algún ajuste. Repito que es ahí donde está situado el problema. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


